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AFILIACIÓN AL SISTEMA DE SALUD DE LA POLICÍA NACIONAL / AUSENCIA DE VULNERACIÓN. “[E]stando el señor Leonardo Ariza García afiliado a la NUEVA EPS, no se podrá afiliar como beneficiario al Sistema de Salud de la Policía Nacional por expresa prohibición de la ley. De tal  manera, que ante la existencia de un trámite reglado al cual deben someterse todos los interesados en legalizar su afiliación al SSMP, el accionante no podrá sustraerse de su cumplimiento, pues de lo contrario se quebrantaría el derecho a la igualdad de otras personas que sí verifican con los exigencias para vincularse al sistema de especial de salud e las Fuerzas Militares. Así las cosas, considera la Sala que el fundamento que utiliza la Policía Nacional para negarse a realizar nuevamente la inclusión al señor Ariza García, está justificada en la norma antes citada por lo que el juez de tutela no puede invadir la competencia de las entidades que intervienen en el trámite de afiliación. De tal manera, que esta vía constitucional no está establecida para pasar por alto trámites legalmente determinados y beneficiar al accionante para que acceda al sistema de salud de las Fuerzas Militares sin el cumplimiento de los requisitos dispuestos para ello, pues sería como ir en contra de los mismos y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los particulares que pretendan pertenecer a los beneficios que concede el estar vinculado a ese excepcional sistema de salud. Por lo tanto, se puede concluir que el señor Leonardo Ariza García por ser cotizante en el régimen contributivo establecido en la ley 100 de 199 afiliado a la NUEVA EPS, no puede ser beneficiario del régimen de salud de la Policía Nacional, por  lo que no se evidencia una acción u omisión por parte del ente accionado, con el que el señor Ariza García no tiene ningún vínculo desde que cumplió la mayoría de edad, cuando fue desvinculado del SSPM,  lo que hace improcedente la acción de tutela (…) CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. “ [L]a Sala considera que el señor García Cardona tiene a su disposición otro medio judicial para hacer conseguir la evaluación y calificación de la pérdida de invalidez ante la EPS a la que se encuentra afiliado, por lo que no debió acudir directamente a la acción de tutela sin haber agotado el trámite pertinente ante la NUEVA EPS. Por lo tanto, esta Sala no encuentra válido el argumento del impugnante en relación a que si el accionante acude a la EPS aludida para dicha calificación, su trámite se demorará mucho tiempo por la congestión que vive el sistema de seguridad social de salud en Colombia, pues lo que resulta es una omisión a los parámetros legales existentes para tal fin, lo que hace improcedente el amparo invocado.”.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0119
Hora: 3:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora, el abogado Jhon Fernando Caicedo apoderado del señor Leonardo Ariza García en contra del fallo emitido el 19 de diciembre de 2016 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Policía Nacional – Sanidad Risaralda.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó el abogado Jhon Fernando Caycedo que su poderdante, señor Leonardo Ariza García es un hombre de 38 años de edad, hijo de la señora Luz Elena García González y Pedro José Ariza Parra pensionado de la Caja de Sueldos de Retiro- CASUR de la Policía Nacional, quien falleció a causa de un cáncer el 11 de junio de 2016

Comentó que desde los 11 años de edad el señor Ariza García padece la enfermedad de “ESPONDILITIS ANQUILOSANTE CON OLIGOARTRITIS ASIMETRICA EN MMII, DACTILITIS EN 1ER ARTEJO DE PIE IZQ.”
Aseguró que su poderdante fue beneficiario de los servicios de salud de la Policía Nacional de su padre Ariza Parra hasta que fue desvinculado por haber cumplido los 18 años de edad en el año 1996 y debido a su condición de salud no pudo continuar con sus estudios.  Por lo tanto, el señor Leonardo Ariza García se afilió como independiente en el sistema de Seguridad Social en Salud.

Informó que en el año 2002 a la edad de 24 años su poderdante fue intervenido quirúrgicamente, quedando limitado para  desplazarse a una silla de ruedas.  Posteriormente y los 32 años de edad le diagnosticaron “OSTERPOROSIS SEVERO” limitando más sus posibilidades motoras, por lo que su condición de vida fue más lamentable.
Indicó que tras la muerte del señor Pedro José Ariza Parra, el señor Ariza García comenzó a adelantar los trámites para que le fuera calificada su pérdida de capacidad laboral y se le declarara como hijo inválido con el fin de obtener el 50% de la pensión que recibía su padre, toda vez que su mandante dependía de él para su subsistencia económica.

Así mismo, informó que la pensión de sobrevivientes fue otorgada a la señora Carmenza Núñez Torres en un 100% como cónyuge del señor Ariza Parra.
Comunicó que el diagnóstico actual del señor Leonardo Ariza García es: “ESPONDILITIS ANQUILOSANTE CON OLIGOARTRITIS ASIMETRICA EN MMII, DACTILITIS EN 1ER ARTEJO DE PIE IZQ. CON POSTERIOR COMPROMISO EN COLUMNA CERVICAL Y LUMBAR, CON LIMITACION CASI COMPLETA DE ARCOS DE MOVIMIENTO. LLEGANDO A ANQUILOSIS DE ESTAS ÚLTIMAS CON DEFORMIDADES SECULARES ESTABLECIDAS EN MIEMBROS INFERIORES 2. OSTEOPOROSIS SEVERA 3. OSTEOARTRITIS BILATERAL CANDIDATO A REEMPLAZO DE RODILLAS LA CUAL EL PACIENTE NO ACEPTA POR EL RIESGO”.

Por lo anterior, el pasado 4 de octubre se presentó ante Sanidad de la Policía Nacional la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral, de la que recibió respuesta el 28 de octubre de 2016 mediante el oficio N° S-2016- 049859/ JEFAT – GRUME 29.25  indicando que se debían aportar algunos documentos, lo cual fue subsanado mediante escrito del 9 de noviembre de 2016.  En tal virtud, la Policía Nacional a través del oficio N°-S 2016 -053578/ JEFAT- GRUME 29.25 del 18 de noviembre de 2016 contestó que el señor Ariza García no cumplía con los requisitos para acceder a la evaluación y calificación de invalidez, según lo previsto en el Acuerdo 048 de octubre 9 de 2007.
2.2.   Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales a la seguridad social en conexidad con la vida digna, la salud y el mínimo vital vulnerados por parte de la Policía Nacional- Seccional Sanidad de Risaralda en cabeza del mayor Carlos Alexis Bautista Toloza; ii) que se ordene a la entidad accionada que dentro de un término perentorio y urgente realice la evaluación y clasificación de invalidez al señor Ariza García, asumiendo todos los gastos de transporte que se causen con ocasión al desplazamiento al lugar donde se va a  realizar la calificación; iii) que se condene al pago de la indemnización y costas consagradas en el artículo 25 del decreto 2591 de 1991, correspondientes al contrato de prestación de servicios firmado por él y su poderdante por valor de $2.000.000, ya que el señor Ariza García carece de los recursos económicos suficientes para cubrirlo.  (Fls. 1-6)
2.3. Se tuvieron en cuenta los documentos allegados con la demanda, visibles a folio 9 al 25
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1. POLICÍA NACIONAL, DIRECCION DE SANIDAD- SELECCIONAL RISARALDA
Informó que el Acuerdo 048 de octubre 9 de 2007 establece los requisitos para acceder a la evaluación y clasificación de invalidez que son:
1-Fotocopia de carné de servicios médicos del afiliado-  vigente (en caso de fallecimiento registro de defunción)

2- Fotocopia del documento de identidad del beneficiario y afiliado

3-Resumen de historia clínica del beneficiario elaborada por el centro de atención y concepto actualizado (historia médica donde se diagnosticó la patología antes de los 18 años)

4- Registro del nacimiento del beneficiario

5- Constancia de estudio si es el caso

6- Manifestación del afiliado sobre la dependencia económica del beneficiario y la no constitución de familia por vínculo natural o civil

7- Verificación de afiliación única al SSMP
De acuerdo a esto la entidad accionada consideró que no era posible darle apertura al proceso por incumplir con los numerales 3 y 7 toda vez que el señor no allegó la historia clínica completa desde el momento que adquirió la enfermedad hasta la fecha y porque el mismo se encuentra afiliado como cotizante dentro del régimen de la ley 100, es decir no hay una afiliación única al SSMP y en tal sentido, no se puede llevar a cabo un proceso por medicina laboral que califique su invalidez. Así mismo, consideró que el señor Leonardo Ariza García tampoco tiene calidad de beneficiario del régimen especial de las fuerzas armadas y la Policía Nacional, según las exigencias previstas en el Decreto 1795 de 2000.

Consideró entonces que bajo el principio de legalidad no puede contrariar los parámetros y políticas que para estas valoraciones se tienen, pues a pesar de todos los hechos expuestos por el accionante su padre no realizó oportunamente la solicitud al proceso de invalidez, dejando como consecuencia una falta al principio de inmediatez, por lo que tal omisión no es responsabilidad de esa Dirección.  Por lo tanto, recomendó al señor Ariza García ya que no es usuario suyo, se afilie al sistema general de seguridad social en salud a través del régimen contributivo de acuerdo al artículo 157 de la ley 100 de 1993.  En tal sentido, solicitó que se negara la acción de tutela por improcedente (Fls. 28-31).
Adjuntó copia del registro del FOSYGA del accionante (Fl. 33).
3.2.  La NUEVA EPS no dio respuesta a la demanda de tutela, pese a la oportuna vinculación de esta entidad por el A quo (Fl. 34).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 19 de diciembre de 2016 el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resolvió no tutelar los derechos del accionante por no existir un vínculo jurídico entre este y la accionada así como tampoco un hecho generador del perjuicio de los derechos fundamentales que reclama pues no se evidenció una acción u omisión por parte de la Policía Nacional – Sanidad Risaralda, ya que la calidad de beneficiario de esa entidad se encuentra regulada en el Decreto 1795 de 2000. (Fls. 35 - 38)

El abogado Jhon Fernando Caicedo Narváez apoderado judicial del accionante fue notificado del contenido del fallo de tutela mediante correo electrónico el 21 de diciembre de 2016 (Fls. 39 - 40). 
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 26 de diciembre de 2016, el abogado Jhon Fernando Caycedo Narváez, apoderado del señor Ariza García indicó que en la decisión del A quo se desconoció el principio de la Constitución como norma de normas al fundamentar su decisión únicamente en normas de jerarquía inferior como lo es el Decreto 1795 de 2000, omitiendo así el deber de proteger real y efectivamente los derechos fundamentales del mínimo vital y la vida digna del afectado, pues su poderdante es beneficiario del régimen de salud de sanidad de la policía por su calidad de hijo del pensionado fallecido y su condición de inválido como lo confirmó dentro de los documentos allegados a la demanda. 
Frente a la imposibilidad de favorecer la petición de su representado por encontrarse afiliado a la NUEVA EPS, afirmó que el señor Ariza García no cuenta con los medios económicos suficientes para continuar realizando las cotizaciones a la misma pues inclusive vive actualmente de la caridad de sus familiares, agregó además que no presentó la solicitud ante esa EPS pues su actuar es lento, retardado y agobiante, afectando así la necesidad de una pronta calificación por lo que consideró que el medio más expedito para la protección de los derechos de una persona que se encuentra inválida y sin los recursos económicos, es la acción de tutela.  (Fls. 41-43).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.6.1.  En el caso sub examine, se advierte que la pretensión del señor Leonardo Ariza García está encaminada a que se ordene a la entidad demandada a que lleve a cabo la calificación de su pérdida de capacidad laboral y se declare hijo inválido del señor Pedro José Ariza Parra, ex miembro de la Policía Nacional, quien falleciera el 11 de junio de 2016 y del cual el accionante dependía económicamente, con el fin de acceder al 50% de la pensión que percibía su padre. Por lo tanto, insistió el impugnante que en el presente caso para salvaguardar efectivamente los derechos fundamentales de su mandante, se debe dar aplicación a la Constitución Política por ser una norma superior a la cual se encuentra regulada en el Decreto 1795 de 2000 que aplica la Policía Nacional para negar la calificación a su mandante, quien es sujeto de especial protección por parte del Estado.
6.6.2. De las prueba allegadas al proceso, la Sala observa que el señor Leonardo Ariza García está afiliado en el régimen contributivo a la NUEVA EPS S.A. en calidad de cotizante “activo” desde el 01/08/2008, según consulta a la página web del  FOSYGA (folio 33), entidad prestadora de salud a la que el actor no ha acudido para que sea calificada su PCL en primera instancia, por cuanto consideró su apoderado que el trámite allí es “lento, retardado y agobiado por la exagerada congestión de pacientes, lo que tardaría entre tres y cinco meses”, lo que se desprende del escrito de impugnación (folio 42).

6.6.3. Ahora bien, el sistema de salud de la Fuerzas Militares y la Policía Nacional se encuentra regulado en el Decreto 1795 de 2000, en el cual se estableció en su artículo 24 un catálogo taxativo de las personas que pueden ser beneficiarias de los afiliados cotizantes, dentro de los cuales se encuentran:

a) El cónyuge o el compañero o la compañera permanente del afiliado. Para el caso del compañero(a) sólo cuando la unión permanente sea superior a dos (2) años. 

b) Los hijos menores de 18 años de cualquiera de los cónyuges o compañero 

(a) permanente, que hagan parte del núcleo familiar o aquellos menores de 25 que sean estudiantes con dedicación exclusiva y que dependan económicamente del afiliado. 
c) Los hijos mayores de 18 años con invalidez absoluta y permanente, que dependan económicamente del afiliado y cuyo diagnóstico se haya establecido dentro del límite de edad de cobertura.  

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, la cobertura familiar podrá extenderse a los padres del afiliado, no pensionados que dependan económicamente de él. 

(…) PARAGRAFO 4º.  No se admitirá como beneficiarios del SSMP a los cotizantes de cualquier otro régimen de salud.” 

6.6.4.  En este orden de ideas y de conformidad con lo expuesto, se deduce que estando el señor Leonardo Ariza García afiliado a la NUEVA EPS, no se podrá afiliar como beneficiario al Sistema de Salud de la Policía Nacional por expresa prohibición de la ley. De tal  manera, que ante la existencia de un trámite reglado al cual deben someterse todos los interesados en legalizar su afiliación al SSMP, el accionante no podrá sustraerse de su cumplimiento, pues de lo contrario se quebrantaría el derecho a la igualdad de otras personas que sí verifican con los exigencias para vincularse al sistema de especial de salud e las Fuerzas Militares.

6.6.5. Así las cosas, considera la Sala que el fundamento que utiliza la Policía Nacional para negarse a realizar nuevamente la inclusión al señor Ariza García, está justificada en la norma antes citada por lo que el juez de tutela no puede invadir la competencia de las entidades que intervienen en el trámite de afiliación.  De tal manera, que esta vía constitucional no está establecida para pasar por alto trámites legalmente determinados y beneficiar al accionante para que acceda al sistema de salud de las Fuerzas Militares sin el cumplimiento de los requisitos dispuestos para ello, pues sería como ir en contra de los mismos y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los particulares que pretendan pertenecer a los beneficios que concede el estar vinculado a ese excepcional sistema de salud.

Por lo tanto, se puede concluir que el señor Leonardo Ariza García por ser cotizante en el régimen contributivo establecido en la ley 100 de 199 afiliado a la NUEVA EPS, no puede ser beneficiario del régimen de salud de la Policía Nacional, por  lo que no se evidencia una acción u omisión por parte del ente accionado, con el que el señor Ariza García no tiene ningún vínculo desde que cumplió la mayoría de edad, cuando fue desvinculado del SSPM,  lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la  Sentencia T-130 de 2014, de la siguiente manera:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.
6.6.3.  De acuerdo a lo precedente, la Sala considera que el señor García Cardona tiene a su disposición otro medio judicial para hacer conseguir la evaluación y calificación de la pérdida de invalidez ante la EPS a la que se encuentra afiliado, por lo que no debió acudir directamente a la acción de tutela sin haber agotado el trámite pertinente ante la NUEVA EPS. Por lo tanto, esta Sala no encuentra válido el argumento del impugnante en relación a que si el accionante acude a la EPS aludida para dicha calificación, su trámite se demorará mucho tiempo por la congestión que vive el sistema de seguridad social de salud en Colombia, pues lo que resulta es una omisión a los parámetros legales existentes para tal fin, lo que hace improcedente el amparo invocado. Al respeto la Corte Constitucional en la Sentencia T-406 de 2005 la Corte Constitucional dijo:
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”
6.6.4. Ahora bien, se insiste que es viable que a pesar de la existencia de los medios ordinarios, el actor pueda acudir a la justicia constitucional, pero a condición de que acredite un perjuicio irremediable
, que aquí se alega con fundamento en la negativa para la realización de la calificación de invalidez,  en primer lugar porque no hay una solicitud ante la entidad  prestadora de salud NUEVA EPS donde se encuentra afiliado el accionante desde el año 2008, y por cuanto no existe un vínculo entre el señor Ariza García y Policía Nacional Sanidad Risaralda desde que el actor cumplió la mayoría de edad, es decir hace más de 20 años, situaciones que no acreditan que el accionante se encuentra frente a un daño inminente como para que proceda el amparo solicitado. Para el efecto, resulta pertinente reiterar que la Corte Constitucional ha establecido los requisitos que se deben cumplir para que el perjuicio mencionado permita la intervención inmediata del juez de tutela, definición que se ha reiterado en varios pronunciamientos, entre ellos, en el siguiente:

“Se entiende por irremediable el daño para cuya reparación no existe medio o instrumento. Es el daño o perjuicio que una vez se produce, no permite retrotraer las circunstancias al estado anterior a la vulneración del derecho. El legislador abandonó la teoría del daño no resarcible económicamente, que en oportunidades se ha sostenido, en especial para considerar algunos elementos del perjuicio moral. Se ha considerado, por intérpretes de la norma, que su redacción adolece de defecto al afirmar que el dicho perjuicio irremediable sería aquél no reparable en su integridad, mediante indemnización, interpretación equivocada porque abandona la manifestación expresa y literal de la ley. Se trata de daños como la pérdida de la vida, o la integridad personal, que pudiendo ser indemnizados totalmente en sus efectos materiales y morales, no puede recuperarse por ningún medio”. (Ver Sentencia T-823 de 1999).
Así las cosas, la presente acción de tutela es improcedente.  Por lo tanto y de conformidad con los precedentes legales y jurisprudenciales relacionados en este proveído, esta Colegiatura confirmará la sentencia de primer grado.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 19 de diciembre de 2016 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el señor Leonardo Ariza García a través de apoderado en contra de la Policía Nacional – Sanidad Risaralda.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario   
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-800A de 2011.





Página 9 de 10

